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RESUMEN EJECUTIVO 

Colombia es uno de los países de Latinoamérica con mayor tradición en políticas e instituciones para la protección del medio ambiente y los recursos naturales.  Esta tradición ha permitido que en la década de los 90, después de significativas reformas legales e institucionales a partir de la expedición de una nueva Constitución en 1991, se implementara el uso de instrumentos económicos para la gestión.

La tasa retributiva por vertimientos puntuales es un cobro a todos los agentes económicos que usan los cuerpos de agua como deposito de sus residuos.  Es una tasa por unidad de contaminante, inicialmente los orgánicos DBO (Demanda Bioquímica de Oxigeno) y SST (Sólidos Suspendidos Totales), cuyo valor depende del cumplimiento de una meta de vertimientos establecida concertadamente entre el sector regulado y la autoridad ambiental para los cuerpos de agua establecidos.  La tasa internaliza el costo de la descontaminación en el responsable de esta y lo obliga a buscar la solución más costo-efectiva posible: descontaminar o pagar por contaminar.  La tasa se viene cobrando en diferentes regiones del país desde el segundo semestre de 1997, con resultados significativos en algunos casos, logrando reducciones de contaminación promedio en la industria entre el 15% y el 40%.  Sin embargo, este éxito no es el mismo en el sector municipal con las empresas de servicios públicos,  las cuales se han negado en algunos casos al pago de la tasa ocasionando el descalabro del instrumento. 

Este documento busca describir la funcionalidad de la tasa, identificando sus problemas estructurales y mostrando tanto los resultados positivos, como las dificultades de implementación de este tipo de instrumentos en países en desarrollo como Colombia, así como dar conclusiones para el futuro diseño de herramientas similares.
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1. INTRODUCCION

Este documento es el resultado de la revisión de la experiencia colombiana en el desarrollo de instrumentos económicos para gestión ambiental específicamente para el tema de la contaminación hídrica con el fin de establecer recomendaciones de aplicación para otras regiones de Latinoamérica y el mundo.  El documento esta compuesto por tres partes.  La primera es una descripción del entorno institucional y legal de los instrumentos económicos en Colombia, así como una descripción detallada del instrumento de interés: la tasa retributiva y del marco teórico en el que ha sido desarrollada.  La segunda parte presenta los diferentes aspectos de su funcionamiento, implementación y resultados y las dificultades que se ha enfrentado hasta el día de hoy.  Finalmente, la tercera parte identifica los factores positivos y negativos más relevantes de la aplicación de este instrumento, que deben ser tenidos en cuenta para una posible implementación en otras regiones, así como para su posible modificación en Colombia. 

2. ASPECTOS NORMATIVOS, INSTITUCIONALES Y TEORICOS

2.1. Marco institucional y legal de los instrumentos económicos en Colombia

El proceso de desarrollo económico en Colombia ha puesto en riesgo la riqueza natural de su territorio
.   Este fenómeno ha incentivado la implementación de regulaciones e instituciones con funciones ambientales durante más de 30 años, sin embargo a partir de la Constitución de 1991 el criterio ambiental se convierte en una condición necesaria para el crecimiento económico, estableciendo herramientas costo-efectivas para la gestión ambiental.  
Antes de la Constitución de 1991, la gestión y el control ambiental se encontraban dispersos en varios organismos como el INDERENA, las Corporaciones Autónomas Regionales, el Ministerio de Salud y las Empresas de Servicios Públicos Municipales, presentándose duplicidad de funciones y falta de claridad en el alcance ambiental de cada institución.  

En 1974 con el Código Nacional de los Recursos Naturales Renovables y Protección al Medio Ambiente (Decreto Ley 2811), se formalizaron los principios y normas que institucionalizarían el derecho a un medio ambiente sano y su regulación.  Las Tasas Retributivas fueron creadas por este Código, pero fue definida como un instrumento financiero que solamente se aplicaba a usuarios ambientales con actividades lucrativas, dejando por fuera grandes contaminadores como los entes territoriales.  
En 1984 se expidió el Decreto 1594 que reglamenta parcialmente lo relacionado con los usos del agua y los residuos líquidos, contemplando cientos de contaminantes. Adicionalmente, incluye la reglamentación de las tasas.

La nueva Constitución colombiana, establecida en 1991, consagra para toda la población y las generaciones futuras el derecho a un medio ambiente sano y la responsabilidad del Estado a garantizarlo
.  En 1993 con la expedición de la Ley 99 sé operativizan los principios de la Constitución del 91 y se reordena el sector publico encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables a través de la creación del SINA, conformado por el Ministerio del Medio Ambiente, responsable superior de la política ambiental, 33 corporaciones autónomas regionales y de desarrollo sostenible (abarcando todo el territorio nacional y quienes son las administradoras de los recursos), 4 autoridades ambientales en los grandes centros urbanos
 responsables de la gestión ambiental, cinco (5) Institutos de Investigación
 como soporte técnico y científico; una Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales
, los departamentos, municipios
 y distritos.  
Es a partir de dicho año se inicia un fuerte proceso institucional y normativo de instrumentos ambientales como las tasas por contaminación o tasas retributivas, convenios de producción limpia, licencias ambientales, exenciones ambientales, régimen sancionatorio, mecanismos de participación ciudadana y fondos de inversión ambiental, que han generado y promovido nuevos mercados en el sector ambiental.

A continuación se presenta los instrumentos económicos existentes en la legislación colombiana, no obstante no todos se encuentran reglamentados: 

Tasas retributivas: Establecidas en el artículo 42 de la Ley 99 de 1993, con desarrollo particular para el caso de la contaminación hídrica en reglamentaciones posteriores.  Las tasas retributivas son un cobro por la utilización directa e indirecta de la atmósfera, el agua y el suelo, para introducir o arrojar emisiones, vertimientos y descargas, resultado de las actividades antrópicas o de servicio.  Se aplica a la contaminación causada dentro de los límites permitidos de la misma.  Actualmente solo existe para agua y esta siendo aplicada por 27 autoridades regionales desde 1997.

Tasas compensatorias:  Establecidas en el Decreto Ley 2811 de 1974 en artículos aun vigentes, adicionalmente se encuentran en el articulo 42 de la Ley 99 de 1993.  Creadas para garantizar los gastos de mantenimiento de la renovabilidad de los recursos naturales y racionalizar su uso.  A la fecha aun no han sido aplicadas.

Tasa por uso del agua: Establecida en el Código de Recursos Naturales de 1974, la ley 99 de 1993 y la Ley 373 de 1997.  Es un cobro por los diferentes usos del agua para el pago de los gastos de protección y renovación del recurso.  Actualmente esta diseñando como un instrumento financiero y solo puede ser aplicado en algunas autoridades ambientales.

Tasa de aprovechamiento forestal:  Establecida en los artículos 220-221 del Código de Recursos y en el Acuerdo 048 de 1982 del INDERENA.  Es un cobro a quienes tienen permiso de aprovechamiento vigente.  Busca desincentivar la deforestación y cada autoridad ambiental tiene la libertad de operarlas de diferente forma en su jurisdicción, siempre y cuando se conserven los componentes de la tasa.  Esta autonomía en su aplicación ha generado que algunas autoridades ambientales se excedan en su aplicación incentivando el tráfico ilegal de la madera.

Tasa por material de arrastre: Establecida en el articulo 223 del Código de Recursos y en el Acuerdo 039 de 1982 del INDERENA.  Es un cobro por la explotación del material de arrastre del cauce de los ríos.  Solo se ha implementado en tres autoridades ambientales.

Tasa de aprovechamiento y repoblación de fauna silvestre:  Establecidas en los artículos 27, 114 y 219 del decreto 1608 de 1972.  El aprovechamiento de fauna esta sujeto al pago de esta tasa o a la reposición de los individuos o especímenes.  En el caso de la caza, esta debe pagarse con una tasa de repoblamiento.  No existen datos confiables sobre su implementación.

Incentivos tributarios para la inversión ambiental:  Estos incentivos fueron introducidos en la reforma tributaria de 1997 (Ley 383), constituyendo una variable importante en las decisiones de inversión que realizan los contribuyentes, puesto que por ellos favorecen las inversiones ambientales frente a aquellas que deterioran el medio ambiente
.  Existen exenciones en el caso de inversión en producción limpia y subsidios para la protección de ecosistemas y reforestación. 

A excepción de la tasa retributiva por vertimientos puntuales, las tasas se consideran instrumentos financieros, que se diseñaron para recaudar recursos para las autoridades ambientales y no para solucionar problemas ambientales.
 

La Ley 99 de 1993 modificó el esquema de tasas para convertirlas en un instrumento económico que cobra el Estado por el servicio prestado por el ambiente para ser utilizado como basurero. Estableció que todos los usuarios de los recursos naturales renovables, independientemente de ejerzan actividades lucrativas o no, están sujetos al pago de la tasa.  Igualmente, estableció un nuevo sistema y método de cálculo de las tarifas de las tasas ambientales, otorgándole al Ministerio  la labor de fijar una tarifa mínima nacional, que las Corporaciones Autónomas Regionales pueden ajustar regionalmente, siguiendo el procedimiento y las reglas previstas en las normas reglamentarias.

2.2.  Antecedentes de la problemática ambiental
Colombia lleva 23 años bajo un régimen ambiental escribiendo e implementando normas de comando y control y sin embargo los niveles de coliformes fecales en nuestros ríos son de los más altos del mundo, dado que el 97% de las aguas negras del país se vierten a los ríos sin ningún tratamiento.   

Este problema causa una serie de costos adicionales a la sociedad que depende del agua limpia para su bienestar. Algunos ejemplos de esto son: 

· Los costos de potabilización del agua que surte a Bogotá se incrementan en $500 millones anuales, debido a los desechos que las curtiembres arrojan al río.

· La pesca del Río Magdalena ha caído en 79% desde 1960.

· Los turistas alemanes e ingleses desaparecieron de San Andrés
, debido a la pésima calidad del agua.  

· Se tiene un gran problema de enfermedades diarréicas como consecuencia de la contaminación del agua para consumo.  

Los vertimientos de aguas negras a las fuentes de agua superficial han alcanzado los 1.200 ton DBO/día provenientes de aguas servidas de origen domiciliario en cascos urbanos y rurales, mientras que la industria ha contribuido con 520 ton DBO/día.

Del total antes mencionado, las áreas metropolitanas que más aportan en la generación de carga orgánica son Bogotá-Soacha con 342.4 Ton DBO/día, seguido por Medellín-Valle de Aburrá con 235.1 Ton. DBO/día y  Cali-Yumbo con 185 Ton. DBO/día, como se observa en la siguiente tabla:
Tabla No. 1 
Carga Orgánica por Areas Metropolitanas en Ton. de DBO/ día.



Fuente:  Departamento Nacional de Planeación. “Diagnóstico y Control de la Contaminación Industrial”. Bogotá, julio 1993. 

El sector agrícola genera la carga más alta de DBO
, con un aporte aproximado de 4.000 toneladas diarias, seguido por el sector pecuario, el doméstico y el industrial. En lo referente a Sólidos Suspendidos Totales, el sector industrial aporta 500 toneladas diarias.

En 1997 se encontró que de las 6000 fuentes que vierten sobre el Río Bogotá desde su nacimiento hasta Giradot, solamente UNA cumplía la norma establecida en 1987 por la Autoridad Ambiental con jurisdicción en la región, la cual reglamenta subsidiariamente el decreto 1594 de 1984, es decir uno en seis mil.
  

Para muchos sectores productivos del país se han diseñado tecnologías limpias, en su mayoría de muy bajo costo para la industria e incluso rentables en algunos casos, sin embargo las normas existentes no estimulan el cambio de prácticas sucias a prácticas limpias.
  

2.3. Aspectos legales del diseño de la tasa retributiva
La tasa retributiva está conceptualizada como el tributo que es generado por la prestación efectiva y potencial de un servicio público al contribuyente y su producto solo debe ser destinado al servicio que contribuye a causar la obligación.  

El artículo 42 de la Ley 99 de 1993 establece las tasas retributivas y compensatorias, que se cobran por la utilización directa o indirecta del recurso o por la compensación de los gastos de mantenimiento de la renovabilidad de los recursos, modificación que fortalece su utilización como instrumento económico:  

“La utilización directa o indirecta de la atmósfera, del agua y del suelo, para introducir o arrojar desechos o desperdicios agrícolas, mineros o industriales, aguas negras o servidas de cualquier origen, humos, vapores y sustancias nocivas que sean resultado de actividades antrópicas o propiciadas por el hombre, o actividades económicas o de servicio, sean o no lucrativas, se sujetará al pago de tasas retributivas por las consecuencias nocivas de las actividades expresadas” 
.

El artículo 42 de la Ley 99 de 1993 establece un sistema y método para que el Ministerio del Medio Ambiente fije el monto tarifario de las tasas.  El sistema está basado en el conjunto de las siguientes reglas:

· La tasa incluirá el valor de depreciación del recurso afectado.

· El Ministerio del Medio Ambiente teniendo en cuenta los costos sociales y ambientales del daño, y los costos de recuperación del recurso afectado, definirá anualmente las bases sobre las cuales se hará el cálculo de la depreciación.

· El cálculo de la depreciación incluirá la evaluación económica de los daños sociales y ambientales causados por la respectiva actividad.  Se enciente por daños sociales, entre otros, los ocasionados a la salud humana, el paisaje, la tranquilidad pública, los bienes públicos y privados y demás bienes con valor económico directamente afectados por la actividad contaminante.  Se entiende por daño ambiental el que afecta el normal funcionamiento de los ecosistemas o la renovabilidad de sus recursos y componentes.
· El cálculo de los costos así obtenido, será la base para la definición del monto tarifario de las tasas.

El método por su parte establece:

· A cada uno de los factores que inciden en la determinación de una tasa, se le definirán las variables cuantitativas que permitan la medición del daño.

· Cada factor y sus variables deberá tener un coeficiente que permita ponderar su peso en el conjunto de los factores y variables considerados.

· Los coeficientes se calcularán teniendo en cuenta la diversidad de las regiones, la disponibilidad de los recursos, su capacidad de asimilación, los agentes contaminantes involucrados, las condiciones socioeconómicas de la población afectada y el costo de oportunidad del recurso de que se trate. 

· Los factores, variables y coeficientes así determinados serán integrados en fórmulas matemáticas que permitan el cálculo y la determinación de las tasas correspondientes.

El artículo 42 fue reglamentado por el Decreto 901 de 1997 del Ministerio del Medio Ambiente, el cual especifica el sistema y método para el cobro de la tasa. El decreto establece un sistema diseñado para el cobro por vertimientos puntuales a aguas superficiales de dos parámetros SST (Sólidos suspendidos totales)  y de DBO (Demanda Bioquímica de Oxigeno), y cuyo monto debe ser establecido para cada cuenca hidrográfica o tramo de esta. 

Hay que tener presente que las concentraciones de SST y DBO permitidas a nivel nacional, están establecidas en el Decreto 1594 de 1984. Allí se establece que la remoción de SST y de DBO debe ser de 80% para descargas domésticas y para industrias. Por tanto según esta norma, la descarga permitida es el 20% de la carga total y solo sobre este porcentaje sería aplicable la tasa retributiva. Las concentraciones que excedan los límites establecidos no son sujeto de tasas.

El decreto determina que el valor de la tarifa mínima por unidad de carga contaminante para cada parámetro será dictado mediante resoluciones posteriores, las cuales deberán ser emitidas anualmente para ajustar el monto de la tasa según la inflación. Hasta la fecha las siguientes son las tarifas establecidas por el Ministerio:
Tabla No. 2

Ajustes Tarifa Mínima de Tasas Retributivas por Vertimientos Puntuales

                    1997 – 2002
	Periodo
	BDO (US$/kg.)
	SST (US$/kg.)
	Ajuste

	1 abril de 1997 - 5 mayo de 1998

	0,017
	0,007
	

	5 mayo - 31 diciembre de 1998
	0,020
	0,009
	17.68%

	1 Enero – 31 diciembre de 1999
	0,024
	0,010
	16.70%.

	1 Enero – 31 diciembre del 2000
	0,026
	0,011
	9.23%.

	1 Enero – 31 diciembre del 2001
	0,028
	0,012
	8.75%

	1 Enero - 31 Diciembre 2002
	0,030
	0,013
	7.65%


Fuente: Ministerio del Medio Ambiente. 2002
Esta tarifa mínima fue calculada con base en estudios realizados por el Ministerio del Medio Ambiente, los cuales establecieron los costos máximos de recuperación del recurso, según las tecnologías aplicables al país, para cada parámetro objeto del cobro de la tasa y dividieron su monto unitario en 10 periodos semestrales, como el lapso de tiempo requerido para alcanzar el nivel máximo de la tasa y gradualizar así el impacto económico de la misma. La formula de la tasa es el siguiente:
[image: image7.wmf] 

Semestres durante el plan de 5 años.

0      1       2        3        4        5        6        7   

8        9        10

Nivel de la Tasa

40  60  80  100  120  140  160  180  200  220  240

$

C6

Semestres durante el plan de 5 años.

0      1       2        3        4        5        6        7   

8        9        10

Nivel de la Tasa

40  60  80  100  120  140  160  180  200  220  240

$

C6


Valor de la tasa i = Tarifa mínima i * Factor regional i
El Decreto 901 establece este mecanismo gradual incremental para establecer el nivel del cobro en cada cuenca o tramo, siendo un proceso concertado entre todos los actores afectados y responsables de la comunidad regional, los cuales deben definir y decidir una meta de reducción de la contaminación total vertida en la cuenca para los próximos 5 años, en términos de kilogramos totales de carga contaminante vertida por semestre. 

Una vez fijada la meta en cada cuenca o tramo de cuenca, la Autoridad Ambiental Regional inicia el cobro de la tasa, ya que el recaudo de las tasas se constituye en ingreso para dichas autoridades, partiendo de la tarifa mínima establecida por el Ministerio.
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Los agentes contaminadores que estén realizando vertimientos puntuales deben reportarlos a la Autoridad, la cual también debe soportarse en mediciones directas estadísticamente significativas, que le permitan facturar la tasa de manera eficiente. Cada autoridad debe entonces montar un programa de seguimiento que mida semestralmente los vertimientos agregados en la cuenca y los compare con la meta de reducción convenida.  

Si cumple la meta: 

Factor regional i = Factor regional i-1 

Si no cumple la meta: 
Factor regional i = Factor regional i-1 + 0,5

Si el valor supera la meta acordada, el nivel de la tasa se multiplicará por el “factor regional” de 0.5, que incrementará la tasa en el siguiente semestre para todos los agentes que se encuentren en dicha cuenca; monto que fue preestablecido por el decreto, y cuyo objetivo es conducir a lo agentes contaminadores a alcanzar el nivel de tasa que logre la reducción del total de vertimientos hasta la meta, de la manera menos costosa e incentivando quienes vierten contaminantes a hacer innovación tecnológica?????. Este sistema de ajuste gradual del monto de la tasa, se constituye en un incentivo permanente para reducir la contaminación hasta el nivel de equilibrio. Si, pero no mediante “innovación tecnológica”, sino mediante inversiones al final del tubo.
 “La determinación a priori de una meta ambiental es fundamental para el funcionamiento costo-efectivo de cualquier instrumento económico, ya que ésta refleja las preferencias de la sociedad en términos de calidad ambiental.  Por ello, es importante que esta meta sea concertada con todos los sectores involucrados con el recurso hídrico, tanto los que causan los daños relacionados con la contaminación como aquellos que los sufren. De esta forma, los costos y beneficios de la decisión, tanto económicos como ambientales y sociales, se introducen en la decisión sobre la meta regional.  Así mismo, la meta de calidad establece un barómetro para evaluar la efectividad y comportamiento del instrumento.”
 

La tasa retributiva funciona bajo el principio “el que contamina paga” y fue diseñada en esencia como un cargo pigouviano al agente contaminador por la contaminación causada, basandose en una aplicación del concepto creado y desarrollado por William Baumol y Wallace Oates, el cual se desarrolló en tres publicaciones: “Tasas y el Control de Externalidades”;  “El Uso de Metas y Precios para la Protección del Medio Ambiente”;  y “Eficiencia Económica sin Optimalidad: El Sistema de Tasas y Metas”. 
  El Ministerio escogió dicho modelo teniendo en cuenta su factibilidad para operar con poca información sobre daños ambientales y costos de reducción de la contaminación

2.4. Aspectos operativos de la tasa retributiva
El proceso de determinación de la meta debe involucrar toda la información disponible, en términos cualitativos o cuantitativos, relacionada con los costos sociales, económicos y ambientales de los daños causados por la contaminación y percibidos por la sociedad afectada, para cada recurso y región.  Así mismo, la concertación debe tomar en cuenta los costos de descontaminación que enfrentan los contaminadores, para negociar una meta aceptada por toda la sociedad regional. 

De esta manera la tasa será implementada en forma gradual durante periodos de cinco años así:

· Se concerta una meta de descontaminación para el cuerpo de agua seleccionado

· La autoridad ambiental recopila semestralmente la información sobre el cumplimiento de la meta 

· La autoridad ambiental incrementa la tasa semestralmente mediante un factor de ajuste regional, si no se cumple la meta concertada.  
· Al alcanzar la meta regional de calidad ambiental preestablecida la tasa se mantiene constante en el tiempo, hasta el cumplimiento de los 5 años. 

· Al cumplir los cinco años de plazo, la meta puede ser revaluada y cambiada, si así lo estiman conveniente los agentes de la sociedad  de la cuenca regional,  directamente  involucrados  o afectados.  Si la meta fue muy ambiciosa y los costos económicos generados resultaron excesivos, la meta deberá ser menos restrictiva.  De otra parte, si los costos económicos han sido marginales, pero no así los impactos ambientales, los agentes de la cuenca podrán concertar una meta más rígida. 

Gráfica No. 2
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Fuente: OAE. Ministerio del Medio Ambiente. 1998
El sistema tiene la virtud de permitir una activa participación entre la comunidad regulada y la autoridad ambiental.  Además el nivel de la tasa se basa en medición de flujos de contaminación en vez de parámetros subjetivos, haciendo que para cada región el sistema produzca el nivel mínimo de tasa necesario para alcanzar la meta de descontaminación pactada, suponiendo el mínimo costo para la sociedad para obtener los niveles de calidad ambiental deseada.

Al determinar las metas por cuenca con base en la participación social, mejor información y el proceso de racionalización económica, la Tasa Retributiva puede alcanzarlas con eficiencia.  Sin embargo, las  condiciones económicas, sociales y ambientales cambian en el tiempo, lo que incluye la evolución de las tecnologías limpias y las preferencias ambientales de las comunidades.  Por esto, cada cinco años, la comunidad vuelve a evaluar los costos y los beneficios percibidos por el proceso y modifica la meta si lo considera pertinente.  

3. LA IMPLEMENTACIÓN DEL INSTRUMENTO

3.1. Aspectos Generales y Dificultades
El Ministerio del Medio Ambiente desde la expedición del Decreto 901 a en abril de 1997 estableció diferentes herramientas de apoyo a la implementación, entre las que se cuentan un Manual de Implementación elaborado entre expertos de diferentes temas relacionados con el instrumento y un Programa de Cooperación con las autoridades ambientales para implementar la tasa de acuerdo a las necesidades y realidades regionales.

Al finalizar el año de 1997, solamente tres corporaciones habían implementado el decreto 901, por lo cual se diseño el “Programa de Cooperación Horizontal” que pretendía aprovechar la fortaleza institucional de las Autoridades Regionales más avanzadas en su implementación (CVC, CORNARE y CARDER), y asistir a las demás Autoridades en el  establecimiento de las metas de reducción en sus respectivas jurisdicciones, mediante un esquema de tutoría.

Además, durante la implementación del instrumento, el Ministerio identificó que la destinación y uso del recaudo proveniente de la tasa resultan unos de los grandes limitantes en la ejecución del esquema, razón por la cual diseño una herramienta que permitiera dar transparencia al uso de los recursos provenientes de la tasa. A finales de 1998 se comenzó a dar a conocer la herramienta complementaria denominada Fondos Regionales de Inversión.  Estos fondos buscan dar claridad sobre la destinación específica de los recursos, además de apalancar otras fuentes de financiación para llevar a cabo inversiones costo - efectivas de descontaminación de los cuerpos de agua. 

El programa ha avanzado lentamente y con bastantes dificultades. De las 37 autoridades ambientales existentes, 27 han avanzado en los procesos requeridos para la fijación de las metas e implementación del instrumento, tan solo 13 han facturado el valor de la tasa a los usuarios del recurso en sus jurisdicciones, y 10 han iniciado la constitución de los Fondos Regionales para manejar los recursos derivados de la tasa. En la siguiente tabla se observa el estado de implementación de las tasas y los Fondos Regionales a Junio de 2001 en las diferentes Autoridades Regionales:

Tabla No. 3

	No. Total de Autoridades Ambientales Regionales
	Autoridades Ambientales Regionales con Procesos de Implementación Avanzados
	Autoridades que han facturado
	Autoridades que no han Implementado
	Autoridades con Fondos Regionales

	37
	27
	13
	10
	10


Fuente: OAE. Ministerio del Medio Ambiente. 2002
Aunque las actividades de facturación y recaudo han mostrado progresos, ha sido un proceso bastante complejo para algunas Autoridades Regionales, dado que existe una total ausencia de lineamientos para transferir el cobro de la tasa en la factura de servicios públicos domiciliarios.  Adicionalmente, la mayoría de estas Autoridades Ambientales se crearon con la Ley 99 de 1993 y por lo tanto carecen de credibilidad y poder político, así como de la experiencia e infraestructura administrativa para ejecutar eficientemente estos procesos. 
Esto se evidencia en el hecho de que la facturación de la tasa no ha significado necesariamente la recolección de los recursos, como se observa en la tabla a continuación, donde tan solo el 33% de lo facturado ha sido efectivamente recaudado

Tabla No. 4
	Total Facturado por las Autoridades Ambientales Regionales
	Total Recaudado por las Autoridades Ambientales Regionales

	 $ 66.767.729.461
	$ 22.518.267.884


Fuente: Consultoría contratada por el Ministerio del Medio Ambiente. 2002
Los factores de atraso más significativos son la falta de voluntad política de implementación del sistema de tasas y la poca necesidad del sistema en algunas regiones del país con escasos problemas de contaminación, como los llanos orientales y el amazonas.  En las autoridades ambientales más avanzadas en el proceso se observan resultados positivos del uso del instrumento, registrándose en promedio reducciones significativas de la contaminación que oscilan entre un 10% y 51%
.

Hasta la fecha la tasa retributiva en Colombia ha mostrado su efectividad en la reducción de la descontaminación del sector productivo.  Sin embargo no ha tenido la misma suerte en el caso de la contaminación domestica o asociada a los municipios.  Dados las restricciones tecnológicas para este tipo de contaminación, los altos costos de implementar este tipo de sistemas de tratamiento de aguas residuales municipales
, los pocos sistemas de tratamiento existentes
 y el escaso control por parte de las empresas de los servicios públicos al uso de sus redes, ha limitado la efectividad del instrumento.  
La tasa ha sido un buen instrumento para promover la descontaminación industrial dada la elasticidad de la tasa a la contaminación; sin embargo por los problemas legislativos de transferencia del cobro y la inelasticidad en el caso municipal no ha tenido los mismos resultados.  En los municipios en que se ha aplicado se esta generando una deuda creciente con las autoridades ambientales que en largo plazo puede ser grave para las finanzas territoriales. 

Los entes municipales generan los mayores vertimientos contaminantes en el país, contribuyendo con el 70% de los mismos. En su gran mayoría no cuentan con programas de descontaminación o tratamiento de sus efluentes, lo que se agrava en el hecho de haberse negado ha pagar la tasa retributiva por sus vertimientos, aun cuando el decreto 901 los identifica como sujeto pasivo de la tasa o responsable del vertimiento. 
El problema radica en el hecho de que el país no ha podido resolver el problema de transferir el cobro de la tasa al usuario domestico del alcantarillado, por diversas razones políticas y restricciones legales en Colombia. 
La Asociación de Empresas de Servicios Públicos Domiciliarios y Actividades Complementarias –ANDESCO se ha opuesto categóricamente a la implementación del instrumento, especialmente para las empresas prestadoras del servicios de alcantarillado y ha acordado con sus miembros desde el inicio de la tasa, el abstenerse de realizar el pago, además de haber interpuesto varias demandas en su contra. Su mayor argumento se basa en los problemas reglamentarios que tienen las empresas de servicios públicos, las cuales no obstante la ley 142 de 1994 les permite incluir las tasas ambientales en los costos medios de operación, y por consiguiente trasladar los costos a los usuarios, las empresas no encuentran claridad reglamentaria, razón por la cual no piensan asumir el pago de la tasa hasta cuando la Comisión de Regulación de Agua Potable emita una resolución aclaratoria en ese sentido. 

No obstante lo anterior, las Autoridades Ambientales que han facturado por concepto de tasa retributiva a empresas de Acueducto y Alcantarillado y no han recibido los debidos pagos, también han accedido a las cortes para exigir el cumplimiento de la legislación ambiental. Tal es el caso de la Autoridad regional DADIMA, la cual se vio obligada a embargar a la empresa de Acueducto y Alcantarillado y Aseo de Barranquilla (Triple A). 

Como resultado de la medida la Triple A buscó una conciliación para el pago de la deuda que ascendía a 2.500 millones de pesos aproximadamente y ha concertado el pago de lo adeudado. La suma será cancelada mensualmente durante un año y, adicionalmente, pagará mensualmente por los vertimientos domiciliarios realizados desde octubre 2001.

El caso de la Triple A se ha repetido en otras ocasiones, como con Empresas Públicas de Medellín, quien asumió sus pagos por vertimientos tan solo a partir del año 2000, pero no ha habido una solución de fondo al problema de omisión legal existente, por lo cual el problema de los recaudos se agrava a medida que avanza la implementación de la tasa, cobijando a los demás sectores. 

En este sentido, la Asociación Nacional de Industriales ANDI, ha manifestado su preocupación por la inequidad que esta generando el instrumento, por cuando los municipios no están reduciendo sus vertimientos ni pagando la tasa, mientras el sector industrial que esta cumpliendo la reglamentación e invirtiendo en descontaminación se ve afectado por los sucesivos incrementos en el factor regional, debido al incumplimiento de la meta, que naturalmente se da si el municipio causante del 70% de los vertimientos no ejecuta ninguna acción de mitigación. 

Adicionalmente, la falta de imposición de la tasa a través de todo el territorio nacional, crea inequidades y desventajas competitivas para las empresas que por encontrarse localizadas en jurisdicciones de Autoridades Ambientales que están implementando los cobros, deben pagar y/o reducir sus descargas, mientras que otras no están siendo reguladas evitándose estos costos adicionales. Este problema también ha sido tratado por la Contraloría General de la República entidad que ha insistido en las deficiencias por parte de las autoridades ambientales para hacer cumplir a los municipios no solo con los pagos de la tasa, sino con el cumplimiento de los límites permisibles impuestos por el decreto 1594 de 1984. 

Gran parte del debate se centra también en la falta de credibilidad que tienen las instituciones del gobierno, pues se les considera corruptas, ineficientes y burocráticas, por lo cual los sujetos pasivos de la tasa se oponen a que los recaudos de las tasas sean enviados al presupuesto nacional para su posterior asignación, ya que consideran que no serán invertidos en la solución de problemas ambientales específicos en sus regiones. Para esto algunas autoridades ambientales, guiadas por el Ministerio han iniciado acuerdos con los municipios para el manejo de esquemas de Fondos Regionales de inversión en descontaminación, que busquen para invertir en sistemas de tratamiento con criterios de costo-efectividad.

Sin embargo, el proceso interinstitucional, entre los Ministerios del Medio Ambiente, Desarrollo Económico, Salud, Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, Departamento Nacional de Planeación y Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, ha sido sumamente complejo y las tasas están siendo vistas como un costo adicional que de ser transferido al usuario, repercutiría en la ya pésima situación económica de las clases populares, quienes han sufrido en los últimos dos años de los impactos económicos del desmonte de los subsidios en los servicios públicos 

Antes de la implantación del decreto 901 de 1997, el Ministerio del Medio Ambiente evaluó el posible impacto generado por el cobro de la tasa a los usuarios domésticos del alcantarillado, concluyendo que el pago mensual de una familia por dicho concepto ascendía únicamente al 0.2% de un salario mínimo legal mensual, en cifras de 2002, aproximadamente 600 pesos. Sin embargo las cifras que arrojan los cálculos de las empresas de servicios públicos, distan considerablemente de esta cifra y argumentan incrementos promedio del 20% en las facturas de acueducto y alcantarillado. 

El ministerio estimó que el pago que deben realizar los municipios y empresas de servicios públicos varía de acuerdo al tamaño de su población o número de usuarios, al flujo de contaminación, a la meta de calidad ambiental definida en la región.  Bajo este supuesto, se esperaba que  municipios escogieran entre las dos alternativas: a) pagar un flujo de tasas retributivas a través del tiempo a las autoridades ambientales ó b) invertir en soluciones de descontaminación menos costosas que pagar la tasa. 

La siguiente gráfica indica los resultados de los estudios realizados por el Ministerio del Medio Ambiente, donde se estableció que para la mayoría de los municipios colombianos existían soluciones más costo-efectivas que el pago de los flujos de la tasa retributiva
.

Gráfica No. 3

[image: image2.wmf]Sesquile

Sopo

Suesca

Chía

Zipaquira

Tenjo

Ubate

Cota

Anapoima

$-

$500,000,000

$1,000,000,000

$1,500,000,000

$2,000,000,000

$2,500,000,000

VPN

Sesquile

Sopo

Suesca

Chía

Zipaquira

Tenjo

Ubate

Cota

Anapoima

POBLACIONES

VPN DE LA INVERSION Y COSTOS DE TRATAMIENTO Vs. VPN DEL 

RECAUDO DE LA TASA

vpn inversion

vpnrecaudo


Fuente: Oficina de Análisis Económico. Ministerio del Medio Ambiente.  Abril de 1997.

Adicionalmente, estudios realizados por Fedesarrollo, la Universidad del Valle y la Universidad Javeriana en las ciudades de Cali, Bogotá y Cartagena, concluyeron que el sistema de tasas retributivas no presentaba impactos significativos para la viabilidad económica y financiera de las empresas. 
Sin embargo, la mayor parte de los sectores del país no esta de acuerdo con estas conclusiones, ya que la realidad de la implementación ha sido bastante distinta, y los supuestos y estimaciones hechas por el Ministerio no se cumplieron debido a los diversos problemas colaterales que se han presentado y no están necesariamente ligados a la existencia de soluciones tecnológicas costo efectivas.  Sin ir más allá, la tasa no contempló el hecho de que para implementar dichas tecnologías costo-efectivas y reducir la contaminación por vertimientos, se requería el diseño y construcción de las soluciones, lo que en la mayoría de los casos demora no menos de dos años, tiempo durante el cual el factor regional de la tasa se incrementaría.  
3.2. Aspectos Positivos y Casos Exitosos 

Un grupo de expertos -David Wheeler, Benoit Laplante y Susmita Dasgupta- de la División de Política Ambiental del Banco Mundial al presentar su evaluación de la tasa retributiva en un evento realizado en Bogotá en el 2000 por el Ministerio del Medio Ambiente, indicaron lo siguiente
: 

“Nuestro grupo ha estado involucrado directamente con el diseño e implementación de tasas retributivas con oficiales de la China, Filipinas, Indonesia, Francia, Canadá y Brasil durante los últimos siete años, y hemos tenido la oportunidad de ver donde existen los problemas relacionados con la implementación de tasas en la practica.  Después de haber evaluado la tasa Colombiana, nuestra conclusión, comparándola con la experiencia en otros países, es que el mecanismo Colombiano representa el estado del arte en diseño e implementación de tasas.   Es un sistema basado en la costo-efectividad y la minimización de costos.  Es un mecanismo que se destaca por su sencillez, su transparencia, objetividad y gradualidad.  Se destaca por la manera que efectivamente incorpora la comunidad regional en la fijación de metas de descontaminación que reflejan las preferencias locales.  Se basa en un sistema y método bastante practico, y la evidencia empírica indica que el mecanismo puede ser implementado con los recursos institucionales existentes y reducir la contaminación en forma muy costo-efectiva.”  

Esta conclusión proviene del análisis realizado del caso de la Autoridad Regional de CORNARE, el cual fue consignado en el libro “Greening Industry” publicado por el Banco Mundial en el año 2000.  

Desde cuando fue promulgado el decreto reglamentario de las tasas retributivas, la Autoridad Ambiental Regional con jurisdicción en el Departamento de Antioquia y con 15 años de existencia como institución ambiental -CORNARE, comenzó pioneramente la implementación de la tasa con la  asistencia permanente de funcionarios de la Oficina de Análisis Económico del Ministerio, ejecutando los pasos y actividades requeridos para ello. 
Contrario a la mayoría de las Corporaciones autónomas del país, CORNARE  contaba con un significativo nivel de información sobre el estado y calidad de los recursos hídricos más importantes de su jurisdicción y conocía los agentes que aportaban las descargas más altas en dichas cuencas. Con esta información y apoyándose adicionalmente en las auto declaraciones que estaban permitidas por la reglamentación de la tasa, se estableció para ocho cuencas una línea base sobre el estado de las descargas de los parámetros regulados por la tasa, identificando las descargas puntuales a lo largo de estas.  

CORNARE contaba con la localización de los usuarios contaminantes clasificados según sectores y subsectores económicos específicos lo que les permitió llevar a cabo el proceso de concertación de las metas regionales de descontaminación de una manera mas clara y precisa.  Adicionalmente a esto, se había desarrollado un importante proceso de concertación de convenios de producción más limpia, con los gremios que aglutinaban a estos subsectores
, y estos usuarios representaban más del 90% de la contaminación hídrica puntual de los sectores productivos identificada en la región. 

En cuanto a las municipalidades y empresas de Servicios públicos domiciliarios, se estableció mediante los auto-declaraciones recibidas, que estos usuarios contribuían con cerca del 70% de las descargas de los parámetros DBO y SST. 
El consejo directivo de CORNARE  aprobó el primer semestre de cobro del 1ro de abril al 30 de septiembre de 1997, y los resultados de la implementación del instrumento han sido relativamente positivos y notorios en algunas de las 8 cuencas objetivo, como por ejemplo luego de dos años de aplicación de la tasa la cuenca del Río Claro-Cocorná Sur disminuyó su contaminación de SST en un 84.95% y 40.42% en DBO5, siendo esta una cuenca donde se encuentran industrias cementeras y de explotación petrolera; así mismo la cuenca del Río Negro presentó reducciones del 33.81% en SST y del 33.56% en DBO5, siendo esta una de las 10 cuencas más contaminadas de Colombia
. 
A continuación se muestran los avances de reducción por cuencas y por tramos;
Tabla No. 5
DESCARGAS SECTORIALES 

JURISDICCIÓN CORNARE 1996-2001
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Fuente: Cálculos Autor con base en datos del Ministerio del Medio Ambiente. 2002
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Fuente: Cálculos Autor con base en datos del Ministerio del Medio Ambiente. 2002

Otro de los éxitos del programa en CORNARE ha sido la efectividad del recaudo de los recursos, ya que a conseguido recaudos equivalentes al 57 % del total facturado, muy superior al resto de las zonas del país, e incluso el total de las industrias firmantes de los convenios de Producción Más Limpia
 han cancelado sus obligaciones por concepto de tasa retributiva de manera oportuna.
Tabla No. 6
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Fuente: Cálculos Autor con base en datos del Ministerio del Medio Ambiente. 2002
Un punto clave de la percepción de éxito en la implementación de la tasa retributiva en la jurisdicción de CORNARE, se debe a la claridad con que se manejaron los recursos recaudados por dicho concepto. CORNARE estableció desde un principio que estos recursos estarían destinados en un 50% a cofinanciar los proyectos orientados a resolver la contaminación municipal; un 30% para invertir en procesos de reconversión industrial y producción mas limpia; un 10% para investigación en ciencia y tecnología ambiental, educación ambiental y divulgación del instrumento y tan solo un 10% del recaudo se invertiría en funcionamiento. Para esto, se constituyó un fondo regional de descontaminación, según los lineamientos dictados por el Ministerio del Medio Ambiente para este instrumento. . 
De otra parte, la CEPAL
 efectuó una evaluación del impacto que el instrumento ha tenido sobre el sector industrial colombiano, después de cuatro años de  implementación del programa de tasas retributivas. El análisis se elaboró en términos de efectividad ambiental y eficiencia económica, para la jurisdicción de las autoridades ambientales regionales CVC, CORNARE y DADIMA y sobre dos supuestos: 
a) los agentes regulados cumplen las normas existentes sobre vertimientos y por tanto han invertido en costosas plantas de tratamiento, caso CVC y CORNARE
b) los agentes regulados tienen bajos niveles de cumplimiento de las normas vigentes y por tanto no han efectuado inversiones en plantas de tratamiento, caso DADIMA.
El estudio concluyó que en ambos casos la tasa consiguió reducciones significativas adicionales a las ya conseguidas con las plantas de tratamiento existentes y mas rápidas que en años anteriores, como se observa en la Gráfica No. 5.
Gráfica No. 5
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Fuente: CEPAL 2001
Adicionalmente a lo anterior, la CEPAL evaluó el costo de cumplimiento en las empresas reguladas, para lo cual desarrolló estudios de caso en dos de empresas individuales (Monómeros Colombo Venezolanos S.A. y Canteras Yarumal) y un tercero en el subsector de Cultivadores de Caña de Colombia – ASOCAÑA.  Los resultados obtenidos mostraron que no solo se redujo la carga contaminante en mayor proporción que con el sistema de regulación anterior, sino que además las empresas  se vieron incentivadas a implementar soluciones de producción más limpia y en algunos casos aumentaron su productividad. 
Los resultados muestran que por ejemplo, la industria azucarera aún contando con plantas para tratar sus vertimientos,  tuvo reducciones adicionales de 24% en DBO y 65% en SST después de la implementación de la tasa. En el caso de las empresas individuales evaluadas, estas firmas alcanzaron reducciones de su carga contaminante alrededor del 90% aun en periodos de crecimiento de la producción, un año después de la entrada en vigencia del Instrumento, lo que no se había logrado anteriormente mediante la penalización con multas y cierres a las empresas. 

As mismo, la CEPAL concluye que la tasa es un instrumento más costo-efectivo para las autoridades ambientales, ya que aunque el costo total de ambas alternativa de control es similar, el costo administrativo por kilogramo de DBO reducido en el caso de CORNARE disminuyó un 79%, respecto del sistema anterior de comando y control.  

El estudio concluye que la tasa retributiva es además una fuente de financiamiento de las autoridades ambientales que les permite alcanzar una estabilidad presupuestal independiente del gobierno central, garantizando los recursos para llevar a cabo nuevos proyectos y dándole continuidad a los programas de administración, control y vigilancia sobre el recurso hídrico.

De los diversos estudios y análisis de la implementación del programa de tasas retributivas, se  deduce que los beneficios más relevantes y notorios de la implementación de este instrumento económico en el caso Colombiano han sido: 

1. La actualización de los inventarios de usuarios que generan descargas directas o indirectas a los cuerpos de agua
2. El desarrollo información actualizada sobre el estado de los recursos hídricos en cuanto a los niveles de contaminación por materia orgánica y sólidos suspendidos

3. La identificación de los usuarios y cargas vertidas por ellos, empleando los formularios de autodeclaración
4. La utilización de la información que se encontraba contenida en expedientes sin ser empleada
5. La valorización de las caracterizaciones de vertimientos para las empresas o municipios, ya que se han convertido en documentos de alto valor gerencial, sensibilizando a las entidades reguladas a asumir su responsabilidad ambiental

6. El acercamiento y mejora en la relación corporación y generadores de  vertimientos, en algunas regiones

7. La concientización de los usuarios sobre la problemática ambiental, por medio de los compromisos concertados en torno a la tasa

8. La reducción de las descargas contaminantes del sector industrial colombiano en algunas zonas del país.         

4. CONCLUSIONES
Es bien sabido que es más eficiente para la economía tasar las actividades ‘negativas’ de la sociedad como la contaminación,  que tasar actividades ‘positivas’ como el trabajo o el ahorro. Por tanto, el tasar la contaminación tiene un triple beneficio al no solo reducir los impactos negativos sobre el ambiente, sino generar ingresos adicionales para la gestión ambiental y reducir la carga tributaria a actividades benéficas para la sociedad.

Por tanto, en teoría la implementación de una tasa por vertimientos contaminantes es un instrumento que influencia el comportamiento de los agentes en pro del ambiente, de una manera que permite que los recursos naturales sean apropiadamente valorados, promoviendo su uso y asignación eficiente. De esta forma, si el ambiente es tratado de igual manera que cualquier otro factor de producción en el mercado, se asegura una asignación económicamente eficiente.

Una valoración correcta de la contaminación por ejemplo, implica que los costos marginales de reducir la contaminación (los beneficios marginales de contaminar) son iguales a los costos marginales de daño sobre el recursos natural afectado, en el óptimo.  Sin embargo, los bienes y servicios ambientales no son bienes transables y generalmente no existe la información necesaria para determinar los costos marginales de daño, por lo cual se recurre a los instrumentos económicos que aun sin poseer la información requerida, permiten a los contaminadores determinar la formar más apropiada de alcanzar un estándar establecido, o igualar su costo marginal de descontaminación al nivel de la tasa de emisión fijada.

La aplicación de instrumentos económicos en política ambiental no es nueva y sin embargo se presenta una gran distancia entre la teoría que los fundamenta y su implementación práctica y real.  La OECD
 señala que aun cuando las tasas por contaminación son los instrumentos más comúnmente utilizados, su aplicación ha resultado bastante deficiente y no han logrado el nivel de incentivo apropiado para alcanzar los objetivo ambientales fijados, debido principalmente a que los valores fijados han sido mas bien bajos, pensados primordialmente como instrumentos financieros o fuentes de ingresos.

El caso colombiano ha distado de esta generalidad, por cuanto el instrumento fue diseñado principalmente como un incentivo económico para reducir las descargas contaminantes a los cuerpos de agua, y allí radica su principal bondad, pero adolece de otros problemas propios de su implementación y no de su diseño, excepto por la exponencialidad del factor regional. 
La tasa retributiva se constituye en un instrumento teóricamente ideal para el control de la contaminación, pero en términos prácticos ha presentado problemas para su aplicabilidad, que no han sido necesariamente responsabilidad del instrumento, sino de las difíciles condiciones por la que atraviesa la economía y las instituciones colombianas.

Esta situación se ha visto agravada, debido a las diversas variables que no fueron tenidas en cuenta a la hora de establecer la tasa retributiva, y que tal vez no era posible prever debían tenerse presentes, como son: 
1. El tiempo requerido para el diseño, construcción y entrada en operación de las soluciones tecnológicas para la mitigación de los vertimientos;

2. El bajo nivel de recursos de los municipios para construir las plantas de tratamiento requeridas, en el menor tiempo posible; 

3. El atraso en coberturas de alcantarillado en muchos municipios, lo que no permite solucionar el problema de vertimientos a los cuerpos de agua aún construyendo las plantas de tratamiento, las cuales se verian subutilizadas;

4. La falta de colectores de aguas negras y de separación de las aguas lluvias en muchas ciudades, lo que ocasiona el mismo problema del punto anterior y adicionalmente implica pagar un monto por tasa retributiva sobre descargas que no resultan controlable, ni mitigables;

5. La política de desmonte de los subsidios en los servicios públicos que esta siendo implementada y que conlleva un impacto económico significativo, lo que crea una oposición social al adicional cobro de las tasas;

6. La vaga reglamentación existente para las empresas de servicios públicos en cuanto a la transferencia del monto de la tasa a los usuarios, lo que ha ocasionado la resistencia de las empresas prestadoras del servicio de alcantarillado al pago de la tasa, ya que perciben que podrían ser obligadas a cubrir dichos cobros con recursos propios; 

7. La falta de conocimiento sobre temas ambientales y sobre todo de los conceptos mínimos del instrumento diseñado, lo que ha ocasionado un caos a la hora de negociar las metas de descontaminación, haciéndolas en algunos casos totalmente inalcanzables;

8. La poca experiencia y capacidad técnica de las Autoridades Ambientales, lo que se evidencia en cuanto no han podido explicar a los actores regulados la racionalidad de la tasa, ni han contado con la credibilidad y capacidad de negociación requerida; 

9. La carencia de información sobre los vertimientos efectuados a los cuerpos de agua por parte de las Autoridades Ambientales, información que era necesaria para implementar los cobros de la tasa retributiva; 

10. Las dificultades que han enfrentado las Autoridades Ambientales para realizar las actividades de monitoreo y verificación de la información de las auto-declaraciones recibidas; 

11. Y tal vez la más importante de todas las anteriores, el incremento exponencial del factor regional y por tanto del monto de la tasa, por el no cumplimiento de las metas fijadas, lo que ha ocasionado un rechazo generalizado del instrumento.
Por estas razones, las experiencias que han sido percibidas como exitosas han sido en las jurisdicciones de Autoridades ambientales que habían iniciado procesos de gestión sobre los vertimientos ocasionados por sus agentes económicos, previos a la llegada del instrumento económico, y que contaban con niveles mínimos de información sobre las descargas a sus cuerpos de agua. De esta forma no ha adolecido de la mayor parte de los problemas que se han presentado en el resto del país, a la vez que han alcanzado el cumplimiento de las metas que impiden que el factor regional se eleve de forma acelerada. 

En este sentido, se requiere la modificación del aumento en el factor regional de manera que su incremento sea proporcional a la proporción de cumplimiento de la meta en el periodo inmediatamente anterior, de forma tal que el monto de la tasa converja realmente al valor que permita alcanzar el óptimo de descontaminación. 


Valor de la tasa i = Tarifa mínima i * Factor regional i
Si cumple: 


Factor regional i = Factor regional i-1 

Si no cumple:

Factor regional i = Factor regional i-1 + (0,5 - (0,5 * % cumplimiento meta)

De otra parte, las conclusiones de los estudios que han analizado los beneficios generados por el programa de tasas retributivas, han determinado como ventajas el haber solucionado algunas de las necesidades de información y gestión de por si requeridas para la implementación exitosa de las tasas, como:  a) la actualización de la información sobre los vertimientos generados y sus causantes, b) el acercamiento entre las autoridades ambientales y los agentes regulados, y c) la concientización de los usuarios de los recursos naturales; quedando únicamente la reducción de las descargas contaminantes del sector industrial como el real fruto derivado de la aplicación del instrumento económico.         

Si bien la intencionalidad del instrumento era la correcta y el diseño implantado respondió no solo a la legislación existente, sino a los principios de equimarginalidad y de eficiencia económica, buscando encontrar el óptimo social de manera gradual, no contempló una serie de necesidades legislativas, informativas y sociales previas, que resultaron indispensables para el éxito del instrumento, y que deben tenerse presentes para próximas aplicaciones de este tipo de herramientas, como la tasa por utilización del agua que está  siendo diseñada.  
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La autoridad ambiental debe identificar los agentes que efectúan descargas puntuales al cuerpo de agua para cada tramo o para el total de la cuenca
































































































































� Las afirmaciones del presente documento solo representan la opinión personal de la autora y en ninguna medida pueden interpretarse como la posición del Ministerio del Medio Ambiente de Colombia


� Las afirmaciones del presente documento solo representan la opinión personal de la autora y en ninguna medida pueden interpretarse como la posición del Ministerio del Medio Ambiente de Colombia


� El principal indicador de riqueza ambiental colombiana se da en que solo con el 0.8% de superficie terrestre del planeta cuenta con el 10% de la biodiversidad mundial.


� Titulo II.  Derechos colectivos y del ambiente.


� Se crean Departamentos Administrativos del Medio Ambiente en las ciudades con más de un millón de habitantes.  Los cuales son DAMA (Santa Fe de Bogotá D.C.), DAGMA (Santiago de Cali - Valle del Cauca), Area Metropolitana del Valle de Aburrá (Medellín - Antioquia) y DADIMA (Distrito de Barranquilla - Atlántico)


� Estos Institutos son: Instituto de Investigación de Recursos Biológicos “Alexander Von Humboldt”, Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas “SINCHI”, Instituto de Investigaciones Marinas y Costeras “Jose Benito Vives de Andreis”- INVEMAR, Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales - IDEAM y el Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico “John Von Neumann”. 


� Esta unidad es una dependencia del MMA encargada de la administración de las áreas del sistema de parques.


� Tanto la Ley 99 de 1993 como el Plan Nacional de Desarrollo incluyen los Municipios dentro del Sistema Nacional Ambiental.


� Incentivos Tributarios A La Inversión Ambiental.  Ministerio del Medio Ambiente, Colombia. 1997. 


� Estrategia De Financiación Ambiental Para Colombia, 1998-2007.  Ministerio del Medio Ambiente, 1998.


� Asociación de Hoteleros de San Andrés.


� Sin incluir caña de azúcar ni beneficio del café.


� Thomas Black. 1997


� Ejemplo: PROPEL, ONG internacional, desarrolló métodos de producción adaptados a las prácticas de las curtiembres colombianas, que reducen la contaminación hasta el 70% y reducen significativamente la pérdida de superficie de las pieles curtidas.


� Articulo 42, LEY 99 DE 1993. Ministerio del Medio Ambiente, Colombia.


� Aguas Limpias Para Colombia Al Menor Costo, Implementación de las Tasas Retributivas por Contaminación Hídrica, Ministerio del Medio Ambiente. 1998


� William Baumol, “On Taxation and the Control of Externalities”; American Economic Review;  


William Baumol & Wallace Oates, “The Use of Standards and Prices for Environmental Protection”;  The Swedish Journal of Economics;   Baumol & Oates, “Efficiency Without Optimality: the Charges and Standards Approach”, capitulo 11, The Theory of Environmental Policy, Cambridge Press.


� CORNARE ha reportado reducción de la contaminación del 31% en DBO y 47% en SST, en la CDMB se ha monitoreado reducciones del 10% en la DBO y 69% en SST, y en la CVC se han encontrado disminuciones por encima del 46% en DBO y 36% en SST. Datos calculados por los autores con base en los últimos datos reportados al Ministerio del Medio Ambiente.


� Las necesidades de inversión en este sector en Colombia se estiman en US$2.175 millones.


� El 95% de los municipios en Colombia vierten sus aguas sin ningún tipo de tratamiento.


� Cálculos Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, EAAB. 2000


� “Simulación del valor presente neto de las inversiones y costos de operaciones en plantas de tratamiento básico para nueve (9) municipios de Cundinamarca frente al recaudo de la tasa durante la vida útil del proyecto (20 años).  El pago se incrementó semestralmente por su factor regional en 0.5 hasta el quinto año, donde se supone es alcanzada la meta de reducción, a partir de este momento los ingresos de los siguientes 15 años se mantienen constantes. Estos valores no incluyen el recaudo a nivel de industria. Se tomó en cuenta el crecimiento promedio de la población en Colombia (2%) y se utilizó una tasa social de descuento del 12%.”OAE, Ministerio del Medio Ambiente. Abril de 1997


� Thomas Black. 2000


� Industriales asociados a Corporación Empresarial del Oriente CEO, Floricultores, (Asocolflores Antioquia), Porcicultores, (ACP y otros), Fiqueros (Asdefique y otros), Avicultores, (Fenavi y otros)





� Informe Cornare, 2000. 


�  Pertenecientes a la Corporación Empresarial del Oriente Antioqueño -CEO. 


� CEPAL: Aplicación del principio contaminador-pagador en América Latina: evaluación de la  efectividad ambiental y eficiencia económica de la tasa por contaminación hídrica en el sector industrial colombiano, 2001


� Organization for Economic Cooperation and Development.
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